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En el presente informe jurídico se analizó el delito de violación sexual de menor 
de edad, conforme al artículo 173.2 del Código Penal, vigente al momento de los 
hechos, bajo el Nuevo Código Procesal Penal. Habiendo realizado la denuncia y 
diligencias necesarias, la Fiscalía Provincial Penal de Huaral formalizó 
investigación preparatoria en contra de Elvis Sánchez Chero en calidad de autor 
y se dispuso en su contra la medida de comparecencia simple. Posteriormente, 
culminada la investigación preparatoria, se formula acusación en contra del 
mencionado y la Fiscalía a cargo solicita una pena de 35 años y la suma de 
S/10,000.00 soles por concepto de Reparación Civil. Continuando con el 
desarrollo del proceso, habiendo quedado saneado el requerimiento, se lleva a 
cabo el juicio oral en cuatro sesiones, donde después de haber actuado las 
pruebas necesarias y haber expuesto los argumentos correspondientes, el 
Juzgado Penal Colegiado de Huaral condenó a Elvis Sánchez Chero como autor 
del delito contra la Libertad Sexual en la modalidad de Violación Sexual de Menor 
en agravio de la menor de iniciales SILF imponiéndole 25 años de pena privativa 
de la libertad y se fijó en S/5,000.00 soles el monto de la reparación civil; esta 
decisión motivó que la defensa técnica del imputado apele la la sentencia 
alegando que no existen pruebas suficientes que acrediten la responsabilidad de 
su patrocinado, así como también alegó una indebida motivación de la sentencia. 
Ante ello, la Sala Penal de Apelaciones, confirmó la sentencia venida en grado 
en el extremo de la condena; sin embargo, revocó la pena de 25 años y la 
reformó en 20 años. Nuevamente, la defensa técnica estuvo en desacuerdo y 
presentó recurso de casación excepcional, bajo los mismos fundamentos de su 
apelación inicial, dicho recurso fue declarado inadmisible y con ello, concluyó el 
proceso penal. 
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I. RELACIÓN DE LOS HECHOS PRINCIPALES EXPUESTOS POR LAS 

PARTES INTERVINIENTES EN EL PROCESO 
 

 
 

1.1. Fundamentos fácticos: 
 

Se imputa que, siendo a las 09:00 de la mañana aproximadamente del día 12 de diciembre 

del 2011, en la Granja Teófilo II, el imputado Elvis Sánchez Chero (20), abusó sexualmente 

de la menor agraviada de iniciales SILF (13). En circunstancias que la mencionada se 

encontraba sola, dado que su madre y hermana fueron a la ciudad de Huaral a realizar 

compras, el imputado acudió a la tienda y compró una galleta y frugos, posterior a ello, carga 

a la fuerza a la menor, la tira en la cama que se encontraba cerca de la tienda, la despoja de 

sus prendas íntimas y la obliga a tener relaciones sexuales vía anal y vaginal. Culminado 

dicho acto, se retira de la casa y días después del evento acaecido, la menor agraviada le 

cuenta lo sucedido a su madre, iniciándose las investigaciones del caso. 

Se atribuye a Elvis Sánchez Chero la autoría directa del delito de violación sexual de 

menor de edad previsto en el artículo 173, inciso 2 del Código Penal, modificado por el 

artículo 1 de la Ley N° 28704 publicada el 05 de abril del 2006, vigente al momento de los 

hechos 

Violación sexual de menor de edad.- El que tiene acceso carnal por 

vía vaginal, anal o bucal o realiza otros actos análogos 

introduciendo objetos o partes del cuerpo por alguna de las dos 

primeras vías, con un menor de edad, será reprimido con las 

siguientes penas privativas de libertad: (…); 2. Si la víctima tiene 
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entre diez años de edad, y menos de catorce, la pena será no menor 

de treinta años, ni mayor de treinta y cinco.” (Código Penal) 

1.2. De los medios probatorios: 
 

A continuación, a efectos de no redundar en los acápites siguientes, se precisarán los 

medios probatorios que fueron ofrecidos y actuados oportunamente y se detallará la finalidad 

de cada uno de ellos: 

• Testimonial de Julia Mercedes Flores León: Quien es madre de la menor, detalló la 
 

forma en cómo tuvo conocimiento de lo ocurrido, manifestando que el día 25 de 

diciembre del 2011 el imputado llamó por celular a su hija mayor quien se hizo 

pasar por la agraviada y la citó en Huaral, razón por la que al día siguiente tanto 

ella como su hija mayor fueron hacia dicho lugar y al verlo, fueron tras él para 

llevarlo a la Comisaría. Al volver a su casa, le preguntó a su hija por lo sucedido 

quien le confesó el hecho de violación acaecido. Asimismo, señala que no tenía 

vínculo con el imputado más allá de darle pensión, puesto que ella se dedicaba a 

dar desayuno, almuerzo y cena a los trabajadores de los galpones. Refiere que el día 

que ocurrió la violación sexual en contra de su hija, había salido desde las 07:40 am 

a realizar compras a Huaral y regresó a las 11:00 am aproximadamente encontrando 

a su hija asustada, quien le dijo que se sentía un poco mal, pero aún así la mandó al 

colegio. 

• Perito Fidel Velásquez Cruz: Quien se ratificó sobre el contenido y conclusiones 
 

del Certificado Médico Legal N° 004771-IS de fecha 26 de diciembre del 2011, que 

establece desfloración antigua y quien señala que las conclusiones arribadas, 
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podrían ser producto de las relaciones sexuales mantenidas a los 11 años o al último 

evento acontecido. 

• Perito Josefina Ayala Pretell: Quien se ratificó sobre el contenido y conclusiones 
 

de los protocolos de pericia psicológica N° 004774-2011-PSC y N° 001722-2012- 

PSC practicado a la menor agraviada de Iniciales SILF y al imputado Elvis Sánchez 

Chero, respectivamente. Sobre la primera señala que la menor es esquiva, no 

conversa abiertamente del hecho con la misma y refiere que trata de quitar 

responsabilidad al imputado, así como también que no tiene enamorado porque sus 

padres no le permiten salir y muestra temor y cólera. Y sobre, el segundo, que niega 

violación, rasgos impulsivos y en cuanto a la valoración del contenido, su reacción 

es congruente con su respuesta emocional. 

• Prueba anticipada: Se solicitó la declaración de la menor como prueba anticipada, 
 

el detalle de la misma se encuentra en el punto 1.5 del presente informe. 
 

• Copia certificada del DNI de la agraviada Se presentó la copia del DNI N° 
 

75134675 perteneciente a la menor de iniciales SILF, con el cual se acredita que la 

mencionada nació el 10 de noviembre de 1998 y que, al momento de los hechos, 

tenía 13 años. 

• Certificado Médico Legal N° 004771-IS (26/12/2011): Con fecha 26 de diciembre 
 

del 2011 se realizó la evaluación por integridad sexual a la agraviada de Iniciales 

SILF (13). En dicho examen, suscrito por el médico legista Fidel Velásquez Cruz, 

se observa que no presenta signos de lesiones traumáticas recientes, así como 

también su primera relación sexual fue a los once años y la última, el 15 de octubre 
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del 2011; y se concluye: i) Himen: Desfloración antigua; ii) Signos de actos 

contratura antiguo; iii) No requiere incapacidad. 

• Acta de reconocimiento fotográfico: Con fecha 22 de junio del 2012, se llevó a 
 

cabo la diligencia de reconocimiento fotográfico mediante fichas Reniec tanto del 

imputado, como de otras tres personas con características similares a efectos de que 

la menor reconozca a su agresor. Se le preguntó las características de la persona que 

la habría agredido sexualmente y, al mostrársele cuatro fotografías de personas 

distintas, cuyos datos se encontraban detallados en un documento adjunto, la menor 

señaló a la persona que aparece en la fotografía N° 4. 

La lista presentada fue la siguiente: i) Foto N° 1: Alexander Aderly Chiroque 

Espinoza con DNI N° 47329660; ii) Foto N° 2: Héctor Chiroque Zapata con DNI 

N° 438393303; iii) Foto N° 3: Rodolfo Espinoza Gonzales con DNI N° 45457294; 

y iv) Foto N° 4: Elvis Sánchez Chero con DNI N° 46685558. 

• Protocolo de Pericia Psicológica N° 004774-2011-PSC: Con fecha 27 de 
 

diciembre del 2011, se realizó la evaluación psicológica a la menor de Iniciales 

SILF practicada por la psicóloga Josefina Ayala Pretell, quien concluye, conforme 

al punto V de su informe, que presenta: i) Clínicamente inteligencia dentro de los 

parámetros normales. Funciones cognitivas en desarrollo; ii) Clínicamente presenta 

indicadores psicológicos de tensión ante la confrontación a los hechos relatados, 

actitudes de desconfianza y rechazo; iii) Valoración del contenido: probable 

encubrimiento; iv) Personalidad en formación con rasgos de temor; v) Dinámica 

familiar: conflictos de interrelación denota temor a los progenitores; vi) 

Correcciones inadecuadas que le generan inestabilidad emocional; y, se sugiere: i) 
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Apoyo y orientación psicológica; ii) Evaluación al denunciado; iii) Evaluación a los 

padres. 

• Protocolo de Pericia Psicológica N° 001722-2012-PSC: Con fecha 22 de mayo del 
 

2012, se realizó la evaluación psicológica a Elvis Sánchez Chero practicada por la 

psicóloga Josefina Ayala Pretell, quien concluye, conforme al punto V de su 

informe, que el imputado presenta: i) Clínicamente inteligencia normal promedio. 

Entiende y valora su realidad; ii) Clínicamente frente a la denuncia niega violación, 

acepta una relación de enamoramiento; iii) Valoración del contenido: congruente 

con su respuesta emocional iv) Personalidad con rasgos impulsivos. 

• Acta de inspección fiscal y su transcripción: Con fecha 07 de setiembre del 2012, 
 

las partes acudieron al lugar de los hechos; a efectos de llevar a cabo la inspección 

fiscal en la Granja Teófilo II en el Sector Pampa de los Perros Huaral. Se constató y 

detalló las características del inmueble donde ocurrió el hecho la misma que era 

concordante con lo vertido por la menor. Asimismo, la abogada deja constancia de 

que el ambiente descrito no tiene fluido eléctrico y es silencioso, además que el día 

de los hechos, en los galpones, había gente por ser época de pollos. Aunado a ello, 

recalca que -según versión de la menor- en la fecha del evento, el imputado dejó la 

puerta abierta y la radio se encontraba apagada. 

1.3. De la formalización de la investigación preparatoria: 
 

Se tiene que mediante Disposición Nº 2, de fecha 19 de marzo del 2012, la Fiscalía 

Provincial Penal Corporativa de Huaral dispuso formalizar la investigación preparatoria por el 

plazo de 120 días contra Elvis Sánchez Chero por la presunta comisión del delito contra la 

Libertad Sexual – Violación Sexual de Menor de Edad, en agravio de la menor de Iniciales 



6 | P á g i n a   

SILF. Luego, mediante Disposición Fiscal Nº 3, de fecha 23 de julio del 2012, se prorroga el 

plazo de investigación preparatoria por el término de 60 días; y, finalmente, mediante 

Disposición Nº 4, de fecha 21 de setiembre del 2012, se concluye la etapa de investigación 

preparatoria y se procede a dar cuenta al Juzgado de Investigación Preparatoria competente. 

1.4. Acusación: 
 

El Tercer Despacho de Investigación de la Fiscalía Provincial Penal Corporativa de Huaral, 

con fecha 31 de octubre del 2012, formula acusación en los siguientes términos: 

• Se acusa a Elvis Sánchez Chero de ser autor directo del delito contra la Libertad 

Sexual – Violación en menor de edad en agravio de la menor de Iniciales SILF de 

trece años conforme al artículo 173, inciso 2 del Código Penal, con base en que los 

hechos materia de imputación han quedado acreditados a través medios de prueba 

desarrollados en el punto 1.2 del presente informe, por lo que solicita una pena de 

35 años y la suma de S/10,000.00 soles por concepto de Reparación Civil. 

1.5. Pedido de prueba anticipada: 
 

En el presente acápite, se desarrolla la audiencia de prueba anticipada con relación a la 

declaración de la menor agraviada, la misma que fue llevada a cabo el día 11 de marzo del 

2013. En la referida diligencia, la menor precisó de manera detallada la forma y circunstancias 

en que sucedieron los hechos. Asimismo, la defensa técnica del imputado quiso insertar una 

carta que le habría escrito la menor a su patrocinado; sin embargo, al no haber sido 

introducida durante la investigación preparatoria, el Segundo Juzgado de Investigación 

Preparatoria de Huaral, mediante Resolución Nº 7, declara improcedente el reconocimiento de 

la carta, continuándose con el interrogatorio y, luego de absolver las preguntas formuladas, se 

concluye la audiencia de prueba anticipada en el día. 
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La declaración de la menor se dio en los siguientes términos: 
 

• Que, conoce a Elvis Sánchez Chero, en virtud de que este al tener una pensión en la 

tienda de su madre iba con frecuencia; sin embargo, si bien admite conocerlo desde 

marzo del 2011, niega tener algún vínculo con él y refiere que el único problema 

que tuvo fue el episodio de violación que es materia de estudio. 

• Que, no le comentó el hecho a su madre por temor a que le pegue, pero que después 

de navidad, su hermana recibió una llamada del imputado, pensando este que era la 

agraviada, la citó para encontrarse en Huaral, por lo que al día siguiente su mamá y 

hermana fueron al lugar y vieron a Elvis Sánchez Chero, sentado en el parque y 

luego volvió a casa, preguntándole por lo sucedido y fue que confesó todo a su 

madre. 

• Dio las características del imputado, señalando que es una persona baja, cabello 

lacio negro, ojos marrones y trigueño. 

• A la defensa técnica del acusado Elvis Sánchez Chero, quien le pregunta si no pidió 

ayuda, la menor indica que gritó pero que nadie la escuchaba porque no había nadie 

y niega haberle escrito una carta al imputado, así como también niega haber tenido 

relaciones de manera “consensuada” con él. 

1.6. Control de acusación y Auto de enjuiciamiento: 
 

Con fecha 14 de marzo del 2013 se realizó el control de acusación y habiéndose instalado 

la audiencia y oralizado la imputación, elementos de convicción, grado de participación, 

tipificación de los hechos, pena solicitada, reparación civil y relación de medios de pruebas, el 

abogado defensor del imputado no formuló cuestionamiento alguno, por lo que el Segundo 

Juzgado de Investigación Preparatoria de Huaral emite la Resolución Nro. 5, donde resuelve 
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declarar saneado el requerimiento fiscal de acusación, admite los medios de prueba ofrecidos 

y dispone el enjuiciamiento del acusado. Saneado el requerimiento fiscal, el Juzgado en 

mención, con fecha 14 de marzo del 2013, dictó auto de enjuiciamiento conforme a la 

acusación fiscal del punto 1.4 y declaró procedente el Juicio Oral, no presentando pruebas la 

defensa técnica del imputado Elvis Sánchez Chero. Así como tampoco existe actor civil 

constituido y se mantiene la medida de comparecencia simple en contra del imputado. 

1.7. Juicio oral: 
 

Remitido el expediente al Juzgado Penal Colegiado de Huaral, mediante resolución de 

fecha 09 de mayo del 2013, se resuelve citar a juicio oral para el día 31 de julio del 2013, 

notificándose a las partes y, con relación al imputado, bajo apercibimiento de ser declarado 

reo contumaz; y, se tiene como medios de prueba los señalados con anterioridad. Sin 

embargo, llegada la fecha acotada, se frustró la audiencia de juicio oral, debido a la ausencia 

injustificada del acusado y se le declaró reo contumaz. En esa misma línea, mediante Oficio 

Nº 175-2014 de fecha 19 de mayo del 2014, se pone a disposición, en calidad de detenido, a 

Elvis Sánchez Chero y, siendo ello así, mediante Resolución Nº 6, de fecha 19 de mayo del 

2014 se cita a juicio oral para el día 20 de mayo del 2014 a las 16:30 horas, iniciándose con 

ello el juicio oral. 

A continuación, se explicará brevemente el desarrollo de juicio oral, que fue llevado a cabo 

en cuatro sesiones: 

• Primera Sesión - 20 de mayo del 2014: En sus alegatos de apertura, el Ministerio 
 

Público señala que los hechos se encuentran corroborados con los medios 

probatorios admitidos y que serán materia de actuación, solicitó 35 años de pena 

privativa de libertad por el delito de violación sexual de menor de edad, así como el 
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pago de S/10,000.00 soles por concepto de Reparación Civil. Por su parte, la 

defensa técnica del acusado señala que no existen pruebas objetivas suficientes que 

sustenten la imputación formulada a su patrocinado, puesto que el Certificado 

Médico Legal Nº 004771-IS señala desfloración antigua, mas no reciente por lo que 

no se le puede atribuir el hecho al acusado; asimismo, que de la pericia psicológica 

se puede concluir que la afectación que sufrió la menor agraviada pueden ser por 

temas relacionados a su entorno familiar, además que al realizarse la inspección 

fiscal no se ha podido determinar que se haya llevado a cabo el delito, más aún 

cuando el día de los hechos, el mismo se encontraba laborando junto al padre de la 

menor. No se ofrecen nuevas pruebas y se inicia la actuación probatoria con el 

examen del acusado, quien señaló trabajar en la Avícola San Luis en la Granja 

Teófilo II, desde el 2008, en un horario de 06:00 am a 17:00 pm, saliendo 

únicamente a desayunar y almorzar, no teniendo otros permisos para ausentarse por 

lo que niega los hechos que se le imputan. Señaló conocer a la menor porque 

trabaja con su padre y su madre es quien les daba pensión. El único vínculo que 

tuvo con la misma fue porque, en noviembre, le envío una carta de amor pidiéndole 

ser su enamorada a lo que ella accedió en diciembre; sin embargo, no se veían 

porque ella estaba en el colegio y que el día de los hechos no vio a la menor y con 

fecha 14 de diciembre del mismo año, fue trasladado a otra avícola; asimismo, se 

realizó la ratificación del perito médico legista Fidel Velásquez Cruz, la ratificación 

de la perito psicóloga forense Josefina Ayala Pretell. Finalmente, no se pudo tener 

la declaración de Julia Mercedes Flores León, madre de la agraviada, puesto que no 
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fue debidamente notificada, razón por la que mediante Resolución Nº 7, se resuelve 

recesar para la continuación de juicio oral para el día 23 de mayo del 2014. 

• Segunda sesión - 23 de mayo del 2014: Al verificarse la ausencia de Julia Mercedes 
 

Flores León, resuelve recesar, mediante Resolución Nº 8, la continuación de juicio 

oral para el día 28 de mayo del 2014. 

• Tercera sesión - 28 de mayo del 2014: Se realizó el examen de la testigo y madre 
 

de la menor Julia Mercedes Flores León, se recibió la declaración de la menor 

agraviada la cual fue solicitada como prueba anticipada y, posterior a ello, se 

continuó con la oralización de los medios probatorios, esto es la copia certificada 

del DNI de la menor agraviada, el Certificado Médico Legal Nº 004771-IS de fecha 

26 de diciembre del 2011, el acta de reconocimiento fotográfico, los protocolos de 

pericia psicológica Nº 004774-2011-PSC y Nº 001722-2012-PSC y el acta de 

inspección fiscal y su transcripción, no habiendo objeción alguna y tampoco se 

actuaron nuevos medios probatorios. De otro lado, al señalar el abogado defensor 

del acusado que no se encontraba preparado para los alegatos finales solicita se 

recese la audiencia y, al no objetar dicho pedido el Ministerio Público, se resuelve 

recesar la audiencia de continuación de juicio oral para el día 02 de junio del mismo 

año. 

• Cuarta sesión – 02 de junio del 2014: La defensa técnica del acusado solicita que 
 

se oficie al centro de labores de este, toda vez que el día de los hechos él se 

encontraba trabajando; sin embargo, dicho pedido fue rechazado por haber o haber 

sido ofrecida oportunamente. Continuando con la audiencia de juicio oral, el 

Ministerio Público expone sus alegatos finales manifestando que el hecho 
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delictivo quedó acreditado con todos los medios probatorios presentados y 

explicados anteriormente, además, si bien en el requerimiento acusatorio solicitó 35 

años, precisa que, al momento de los hechos, el acusado tenía menos de 21 años por 

lo que le es aplicable el artículo 22° del Código Penal, y solicita se le imponga la 

pena de 25 años y mantiene el monto por concepto de Reparación Civil en la suma 

de S/10,000.00 soles. De otro lado, la defensa del acusado refiere que la  

imputación se basa en la declaración de la menor la cual por sí sola no tiene validez 

probatoria, la misma que no habría sido coherente, al igual que la manifestación de 

la madre. Respecto al Certificado Médico Legal tampoco resulta suficiente dado 

que este señala signos de desfloración antigua y no reciente; y, finalmente, la 

pericia psicológica señala que la menor tenía problemas familiares, mas no se hace 

referencia a un hecho de violación sexual, por lo que solicita la absolución de Elvis 

Sánchez Chero. De esta manera concluye el debate de juicio oral y se señala fecha 

para la lectura del fallo para el día 04 de junio del 2014. 

1.8. Sentencia de primera instancia: 
 

Mediante Resolución N° 9, de fecha 04 de junio del 2014, el Juzgado Penal Colegiado de 

Huaral, emitió sentencia y resolvió: 

• CONDENAR a Elvis Sánchez Chero como autor del delito contra la Libertad 
 

Sexual – Violación Sexual de Menor, en agravio de la menor de Iniciales SILF, 

imponiéndosele 25 AÑOS DE PENA PRIVATIVA DE LA LIBERTAD; 

FIJARON el monto de la Reparación Civil en S/5,000.00 soles. 
 

A continuación, los principales argumentos de la referida sentencia: 
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• Los hechos y la responsabilidad penal del acusado Elvis Sánchez Chero, han 

quedado válidamente acreditados con los medios probatorios actuados en el 

desarrollo del juicio oral, todo ello conforme a los artículos VIII del título 

preliminar del Código Procesal Penal y los artículos 158.1 y 392.2 del mismo 

cuerpo normativo. 

• Se ha tenido en cuenta lo dispuesto en el Acuerdo Plenario 1-2008 para 

determinar los límites de la pena y los artículos 46, 46-B y 46-C, modificado por 

Ley N° 30076, a efectos de individualizar la misma. 

• Se consideró la gravedad y trascendencia social del delito materia del presente 

proceso que ha lesionado la indemnidad sexual de la menor; asimismo, se 

verifica que el imputado no sufre de anomalía psíquica y es capaz de 

comprender la ilicitud de su acto. 

• Se ha aplicado al caso en concreto el artículo 22 del Código Penal, referido a la 

Responsabilidad restringida por la edad, conforme al Acuerdo Plenario 04-2008. 

1.8.1. Apelación: 
 

Mediante Resolución N° 10 de fecha 07 de julio del 2014 se admite el recurso de apelación 

interpuesto por la defensa técnica del sentenciado, contra la sentencia, fundamentando que: 

• Existe contradicción en la versión de los hechos narrada por la menor agraviada, 

sobre la cual se basa la imputación de su patrocinado, más aún que se 

encontraría apoyada en la declaración de Julia Mercedes Flores León; sin 

embargo, ninguna de las dos es coherente. 

• Lo vertido por la menor carece de credibilidad puesto que no es razonable que, 

luego de una violación, no se evidencie violencia física ni amenaza, toda vez que 
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no se observa lesiones ni traumas y la víctima solo refiere que se sintió mal de 

salud. 

• Se incurrió en vicio procesal al no haberse actuado pruebas tendientes a 

establecer la verdad, como la declaración testimonial del padre de la víctima, 

quien podría dar fe de que el día de los hechos se encontraba trabajando con él. 

• El Certificado Médico Legal Nº 004771-IS no surte efectos puesto que se 

concluye desfloración antigua y no recientes. 

• Debe tenerse en cuenta el artículo 15º del Código Penal con relación al error de 

comprensión culturalmente condicionado, así como también el inciso 10 del 

artículo 20º del mismo cuerpo normativo con relación al consentimiento del 

titular de un bien jurídico de libre disposición y el artículo 22º con relación a la 

responsabilidad restringida por edad. 

• No se observa que en la sentencia el Juez haya motivado debidamente sobre los 

medios de prueba que se supone acreditan los hechos y pese a no existir 

suficiencia probatoria se ha emitido sentencia condenatoria. 

1.9. Sentencia de vista: 
 

Con fecha 28 de octubre del 2014, la Sala Penal de Apelaciones emite la sentencia de 

segunda instancia, conforme a lo desarrollado en la audiencia de juicio oral de segunda 

instancia, realizado en la fecha, donde las partes se pronunciaron con relación a sus 

pretensiones. La Sala Penal se pronuncia de la siguiente manera: 

• CONFIRMAR la sentencia venida en grado, en cuanto a la CONDENA del 

acusado Elvis Sánchez Chero como autor del delito contra la libertad sexual – 

Violación Sexual de menor de edad, en agravio de la menor de iniciales SILF; 
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REVOCAR la pena impuesta de 25 años y REFORMÁNDOLA impusieron 20 
 

AÑOS DE PENA PRIVATIVA DE LIBERTAD EFECTIVA. 

 
Fundamentos esenciales de la sentencia de vista: 

 
• Que se han emitido parámetros jurídicos que permiten sostener cuándo puede ser 

válida una acusación o sindicación por parte de un –en este caso- testigo y, al 

mismo tiempo, agraviado como lo es el Acuerdo Plenario N° 2-2005, presupuestos 

que en el caso en concreto se cumplen, así como también existen otros elementos 

periféricos que dan credibilidad la versión de la agraviada. 

• Si bien en la evaluación psicológica, la menor refiere no haber tenido relaciones 

sexuales, la perito refiere simpatía frente al agresor y quiere protegerlo a efectos de 

que no pase a mayores, es decir, posible encubrimiento. 

• Se debe tener en cuenta el Acuerdo Plenario 1-2011 con relación al bien jurídico 

protegido en este tipo de delitos; y que, frente a dos o más declaraciones carentes de 

uniformidad o persistencia por parte de un mismo sujeto procesal, se debe priorizar 

la que tiene carácter de inculpación. 

• No se advierte falta de motivación en la sentencia, por lo que no resulta atendible 

una posible nulidad, así como tampoco ha habido actividad probatoria aportada por 

la defensa. 

• Finalmente, sí se tuvo en cuenta la edad del imputado al momento de emitir 

sentencia, conforme al principio de proporcionalidad. 

1.10.1 Impugnación: 
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Mediante Resolución N° 17 de fecha 28 de noviembre del 2014 se concede el recurso de 

casación interpuesto con fecha 24 de noviembre del 2014, el cual se sostiene en lo siguiente: 

• Se ha vulnerado el principio de motivación debida, ya que la defensa técnica 

ofreció pruebas instrumentales tendientes al esclarecimiento de la verdad, las 

mismas que fueron rechazadas, incurriéndose así en una indebida o errónea 

aplicación de las garantías destinadas a probar la inocencia; de otro lado, hechos 

deben estar acreditados y, para confirmar la sentencia, solo se tiene la declaración 

de la agraviada, la cual no es coherente. 

• No se evidencian suficientes elementos de convicción y es menester que se actúen 

nuevas pruebas. 

• Existe una indebida aplicación de los artículos 45 y 46 del Código Penal en cuanto 

a los presupuestos para fundamentar y determinar la pena. 

• De considerarse pertinente se deberá tener en cuenta lo previsto en el inciso 4 del 

artículo 427° del Código Procesal Penal, relacionado a la excepcionalidad del 

recurso de casación. 

1.10. Casación: 
 

Una vez elevados los actuados, la Sala Penal de la Corte Suprema, mediante Casación N° 

12-2015 de fecha 12 de junio del 2015, señala que si bien es cierto que la defensa técnica se 

amparó en la casación excepcional e invocó como causales la “inobservancia de algunas de 

las garantías constitucionales de carácter procesal o material o con una indebida o errónea 

aplicación de dichas garantías” e “inobservancia de normas legales de carácter procesal 

sancionadas con nulidad”; argumentando, con relación a las pruebas rechazadas, que estas no 

fueron presentadas en primera instancia debido a un desconocimiento de las mismas, se 
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advierte que el impugnante no ha cumplido con fundamentar su recurso conforme lo establece 

la normativa legal puesto que no basta con citar el mismo, sino que se debe argumentar 

correctamente a través de la descripción anotada que permita identificar el posible vicio y al 

no ser ello así, no es posible evidenciar las supuestas violaciones invocadas. 

En ese sentido, la Sala Penal Permanente declara inadmisible el recurso de casación 

formulado contra la sentencia de vista del 28 de octubre del 2014. 



17 | P á g i n a   

II. IDENTIFICACIÓN DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS JURÍDICOS 

DEL EXPEDIENTE 
 

 
 

2.1. ¿El Certificado Médico Legal es prueba plena? 
 

El primer tema por tratar versa sobre la validez probatoria del Certificado Médico Legal, 

debido a que fue objeto de controversia, en principio, porque los hechos datan del 12 de 

diciembre del 2011; sin embargo, la evaluación se realizó el 26 de diciembre del mismo año, 

14 días después. Más aún, que el abogado del imputado refiere que en el mismo no se 

advierten lesiones y se concluye “desfloración antigua”, razón por la que no puede atribuírsele 

la responsabilidad a su patrocinado. Siendo ello así, cabe preguntarse si es posible que el 

Certificado Médico Legal sea considerado prueba plena para los efectos de la materia. 

2.2. ¿Es válida la declaración de la menor como agraviada y testigo? 
 

Durante el proceso, se ha podido observar que la declaración de la menor agraviada resultó 

clave para, finalmente, emitir sentencia condenatoria; no obstante, también es importante 

mencionar que dicha declaración ha sido cuestionada en reiteradas ocasiones por parte de la 

defensa técnica al ser este el único relato que se tiene para sindicar a Elvis Sánchez Chero, 

sobre todo cuando -a entender de la defensa- el mismo no habría sido coherente. En ese 

sentido, la segunda problemática a analizar es si la declaración vertida por la menor de 

Iniciales SILF tiene calidad probatoria o, caso contrario, no debió tomarse en cuenta por ser 

víctima y, a la vez, único testigo del hecho. 

2.3. ¿Es aplicable el artículo 22° del Código Penal, referido a la 

responsabilidad restringida por edad, en el presente caso? 
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El presente apartado se desarrollará en torno al artículo 22° del Código Penal, el cual ha 

sido citado en las sentencias dictadas; y que estipula la responsabilidad restringida por la 

edad; esto es, la reducción de la pena cuando el agente tenga más de 18 y menos de 21 años o 

más de 65 años. Sin embargo, dicho artículo, también menciona que no se puede reducir la 

pena cuando el delito cometido sea contra, entre otros, la libertad sexual. Si, al momento del 

evento acaecido, Elvis Sánchez Chero tenía 20 años corresponde al tercer punto materia de 

estudio, determinar si se ha aplicado correctamente el artículo referido. 

2.4. ¿Se ha realizado una correcta determinación judicial de la pena y 

reparación civil? 

En la sentencia de primera instancia el Colegiado impuso la pena de 25 años, mientras que, 

en la sentencia de vista, la Sala Penal de Apelaciones reformó el extremo de la pena, 

sancionando a Sánchez Chero con 20 años. Asimismo, la Reparación Civil fue fijada en 

S/5,000.00 soles. Ahora bien, es preciso establecer si tanto la pena impuesta como la 

reparación civil han sido determinadas dentro de los parámetros establecidos por la norma o 

no se ha realizado un correcto juicio en dichos extremos. 
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III. ANÁLISIS DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS JURÍDICOS DEL 

EXPEDIENTE 
 

 
 

3.1. ¿El Certificado Médico Legal es prueba plena? 

 
Lo primero que debemos tener identificado es que una prueba plena es aquella mediante la 

cual se puede dar por cierto un hecho; además, es importante entender que cuando hablamos 

de delitos sexuales los medios de prueba no son de igual utilidad a todos los casos, por lo que 

cada una será valorada dependiendo cada situación en particular en la que el delito fue 

perpetrado. 

Ahora bien, adentrándonos en la primera problemática a estudiar, tenemos que: 

 
El examen médico legal, es un procedimiento que constituye el acto médico y 

es una prueba para resolver un problema jurídico. Lo que persigue la justicia es 

conocer la verdad de lo sucedido o de la prueba, por ello; es de gran 

importancia para los operadores de justicia: Fiscalía y Poder Judicial. (Mejía & 

Mejía, 2014) 

Es por ello, que esta evaluación es de gran envergadura en este tipo de delitos, pues es a 

través de este dónde se va a demostrar de forma objetiva el abuso sexual, resultando 

“trascendente cuando exista agresión física, penetración violenta o sangrado producto de los 

hechos” (Acuerdo Plenario N° 01-2011/CJ-116, 2011); ello -como se ha mencionado en un 

principio- deberá evaluarse según se ha desarrollado cada caso. En ese sentido, es de recordar 

que la defensa técnica de Elvis Sánchez Chero cuestionó el examen médico legal practicado a 

la menor por dos situaciones particulares presentadas: i) concluye desfloración antigua; y, ii) 
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no se observa lesiones traumáticas recientes. Ahora, la interrogante a absolver será si para el 

caso en concreto, la pericia resulta o no relevante. 

Con relación a ello, es de recordarse que la menor refirió haber sido amenazada por el 

imputado por lo que habrá que definir a la “amenaza” como una intimidación que ejerce el 

sujeto activo sobre el pasivo, al respecto, Salinas Siccha señala “la amenaza es una violencia 

psicológica que naturalmente origina intimidación en aquel que la sufre. Su instrumento no es 

el despliegue de una energía física sobre el sujeto pasivo, sino el anuncio de un mal.” (Salinas 

Siccha, 2018). Por otro lado, también menciona que “la amenaza tendrá eficacia según las 

condiciones y circunstancias existenciales del sujeto pasivo. Muchas veces la edad de la 

víctima, el contexto social o familiar que le rodea puede ser decisivo para valorar la 

intimidación.” (Salinas Siccha, 2018) 

Por lo que, al existir tal amenaza, es de esperarse que la menor desista de algún tipo de 

defensa que permita evidenciar lesiones, toda vez que existen circunstancias en las que, al 

estar frente a una situación de peligro o miedo, por el mismo estado en que la persona se 

encuentra, cede al ataque; sin embargo, en ninguna circunstancia esto es causal para 

desacreditar su dicho. 

Por otro lado, se refuta la conclusión de “desfloración antigua” y sobre el particular, en 

materia de medicina legal, se ha establecido que cuando concurren más de 10 días de la última 

relación sexual, el himen presentará desfloración antigua y cuando hayan transcurrido menos 

de 10 días, resultará desfloración reciente. Entonces, estando a la fecha de los hechos y la 

evaluación realizada, se observa que pasaron 14 días, coligiéndose que dicha conclusión 

guarda relación con lo expuesto precedentemente. No obstante, a pesar de lo dicho, en este 

caso lo primordial es que existe desfloración, dado que teniendo en cuenta la edad de la 
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agraviada no es de destacar si la desfloración es antigua o reciente, ¿qué quiere decir esto?, 

que existen un sinfín de pronunciamientos con relación al bien jurídico protegido en los 

delitos sexuales, por ejemplo cuando “estamos frente a personas con capacidad de consentir 

jurídicamente, lo que se protege es la libertad sexual” (Acuerdo Plenario N° 01-2011/CJ-116, 

2011), la misma que será vulnerada “cuando una persona trata de imponer a otra un acto de 

contenido sexual en contra de su voluntad empleando violencia física o psicológica.” (Peña 

Cabrera Freyre, 2018); Y, por otro lado, “frente a personas que no están en capacidad de 

consentir jurídicamente, lo que se protege es la indemnidad sexual (Acuerdo Plenario N° 01- 

2011/CJ-116, 2011)”, conforme se menciona: 

La indemnidad o intangibilidad sexual es el verdadero bien 

jurídico que se tutela con las conductas delictivas previstas en los 

tipos penales antes referidos. Esto es, le interesa al Estado proteger 

la sexualidad de las personas que por sí solas no pueden defenderla 

al no tener la capacidad suficiente para valorar realmente una 

conducta sexual. Circunstancia que posibilita el actuar delictivo del 

agente. (Salinas Siccha, 2018) 

Aunado a ello, se tiene que “la protección de menores e incapaces se orienta a evitar ciertas 

influencias que inciden de un modo negativo en el desarrollo futuro de su personalidad.” 

(Muñoz Conde, 1990). En ese sentido, nuevamente, es de destacar que para el caso que 

estamos estudiando, lo revelador -como se ha venido mencionando- es la edad de la menor 

siendo el bien jurídico a proteger la indemnidad sexual. Consecuentemente, la importancia de 

la conclusión es confirmar que existió el delito atribuido, no necesariamente la 
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responsabilidad del imputado, pero sí el ilícito penal. En suma, el Certificado Médico Legal 

resulta ser una prueba plena para el caso en concreto. 

3.2. ¿Es válida la declaración de la menor como agraviada y testigo? 
 

En principio, debemos mencionar que el agraviado es aquella persona que se ve 

perjudicada como consecuencia de la comisión de un hecho punible, mientras que el testigo 

será la tercera persona que ha presenciado o tiene conocimiento de determinado hecho. Dicho 

esto y, a simple vista, el agraviado no podría ser testigo al ser una de las partes involucradas 

en el mismo; sin embargo, qué pasa cuando nos encontramos, como en este caso, frente a 

delitos contra la libertad sexual que “constituyen criminológicamente delitos clandestinos, 

secretos o de comisión encubierta” (Castillo Alva, 2002), es decir suelen darse en escenarios 

cerrados, por lo que no es usual que haya testigos del hecho, ¿este es motivo suficiente para 

restarle credibilidad a su manifestación o, es posible que el agraviado y testigo sean la misma 

persona? En principio, podemos acudir al artículo 96° que, a la letra, dice “que la intervención 

del agraviado como actor civil no lo exime del deber de declarar como testigo” (Código 

Procesal Penal, 2004), infiriéndose de esa manera que sí es factible la declaración del 

agraviado como testigo. Asimismo, al haberse desterrado la idea de que un solo testigo no es 

suficiente para corroborar un hecho (o más propiamente, el principio de testis unus testis 

nullus) es posible que el testimonio sea considerado prueba válida. 

En ese orden de ideas, es menester citar el Acuerdo Plenario N° 2-2005/CJ-116, con 

relación a “Requisitos de la sindicación del coacusado, testigo o agraviado”, toda vez que es 

ahí donde se establecieron los lineamientos para tomar como válida una declaración, siendo 

tres los aspectos a tomar en cuenta o, tal como lo señala el Acuerdo Plenario, “Garantías de 

Certeza” los cuales son: a) Ausencia de incredibilidad subjetiva; b) Verosimilitud y c) 
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Persistencia en la incriminación (Acuerdo Plenario N° 02-2005/CJ-116, 2005). Sobre el 
 

primer presupuesto, se debe atender que la declaración no se produzca a partir de sentimientos 

de odio, o similares, que puedan suprimir la imparcialidad. Al respecto, se tiene que la menor 

agraviada ha referido no conocer al imputado más allá de la pensión que brinda su madre y no 

tenía ningún tipo de amistad ni enemistad con el mismo; es más, lo propio señaló el imputado, 

quien solo refirió haber tenido una “relación de enamorados” con la menor, pero negó haber 

tenido problemas con la agraviada o con su familia, descartándose así algún tipo de 

resentimiento por parte de la víctima. El segundo aspecto, está relacionado a una 

corroboración periférica de carácter objetivo, esto es que existan “datos acerca de 

circunstancias que rodean al hecho que aporten indicios razonables de la veracidad de la 

información proporcionada por la víctima.” (Recurso Casación N° 1394-2017/PUNO, 2018); 

Y, es de verse, que se actuaron una serie de pruebas que, efectivamente, sirvieron de apoyo 

para que la declaración posea veracidad, concluyéndose que este no fue el único elemento a 

considerar para dictar la sentencia condenatoria. El tercer y último requisito tendrá que ver 

con la existencia de un relato coherente y sin contradicciones, empero, señala el mismo 

acuerdo, que el cambio de versión no necesariamente la inhabilita para su apreciación judicial. 

Sin perjuicio de lo expuesto, en el caso en concreto, no se observa contradicción en el dicho 

de la menor, por el contrario, este goza de firmeza. 

Por último, debe recordarse que el Acuerdo Plenario 1-2011 -mencionado en el apartado 

3.1- menciona que la declaración única, esto es la declaración de la víctima como única 

prueba “no es causal de absolución y que la declaración de la víctima constituye un elemento 

imprescindible para castigar conductas sexuales no consentidas” (Acuerdo Plenario N° 01- 

2011/CJ-116, 2011). En suma, se puede concluir que la declaración de la menor agraviada de 
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iniciales SILF ha sido recibida y apreciada conforme a los parámetros legales establecidos, 

erigiéndose su validez probatoria. 

3.3. ¿Es aplicable la responsabilidad restringida por edad en el presente 

caso? 

Se debe entender que la responsabilidad restringida por la edad es la disminución de la 

pena cuando la persona que comete el delito tenga: i) Más de 18 y menos de 21 años; o, ii) 

Más de 65 años; es decir dicha situación etaria constituye un atenuante, ello porque: 

El fundamento de esa configuración jurídica estriba, hasta cierto 

punto, en que el individuo no alcanza la madurez de repente y a los 

individuos entre dieciocho y veintiún años no se les considera 

titulares de una capacidad plena para actuar culpablemente, pues su 

proceso de madurez no ha terminado; y, además, en que la edad 

avanzada del agente expresa un periodo de decadencia, de 

disminución de las actividades vitales, que desemboca en una etapa 

de degeneración que afecta a las facultades vitales, por lo que la 

capacidad de culpabilidad debe ser considerada como limitada. 

(Acuerdo Plenario N° 04-2016/CJ-116, 2017) 

Ahora bien, el problema respecto a este artículo surge en el segundo párrafo el cual 

establece: “(…) Está excluido el agente que haya incurrido en delito de violación de la 

libertad sexual, tráfico ilícito de drogas, terrorismo, terrorismo agravado, atentado contra  la 
 

seguridad nacional y traición a la patria u otro delito sancionado con pena privativa de la 

libertad no menor de veinticinco años o cadena perpetua.” (Código Penal), pese a que el 
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artículo 22° establece tal restricción, no ha sido tomado en cuenta en las resoluciones emitidas 

tanto en la sentencia de primera instancia como en la sentencia de vista, por lo que la pregunta 

a absolver es si tal resolución ha sido correcta o no. En ese sentido, se tiene que ya existe 

pronunciamiento de la suprema, quien señala que la prohibición de reducción de pena por 

delitos graves, como contra la Libertad Sexual, resulta inconstitucional por vulnerar el 

principio de igualdad, principio reconocido constitucionalmente. 

Por ejemplo: 

 
Al abordar el tema de la igualdad desde una perspectiva 

constitucional, conviene empezar señalando que la conceptuamos 

en una doble dimensión: de un lado, como un principio rector de 

todo el ordenamiento jurídico del estado democrático de derecho, 

siendo un valor fundamental y una regla básica que éste debe 

garantizar y preservar. Y, de otro lado, como un derecho 

constitucional subjetivo, individualmente exigible, que confiere a 

toda persona el derecho de ser tratado con igualdad ante la ley y de 

no ser objeto de forma alguna de discriminación.” (Eguiguren 

Praeli, 1997) 

Nos encontraremos frente a situaciones de desigualdad cuando existiendo circunstancias 

similares, se procede o trata de forma distinta sin que medie justificación. Entonces, si es que 

se ha establecido que las personas dentro del rango etario de 18 a 21 años y más de 65 gozan 

de esta eximente imperfecta como lo describe el Acuerdo Plenario N° 04/2016, por qué en 

determinados casos tendrían que ser excluidos, más aún cuando esta atenuante se fundamente 

en lo expuesto previamente, esto es que aún no poseen una madurez plena o puede haber un 
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déficit de sus facultades mentales, respectivamente. Por dicha razón, la restricción impuesta 

en el segundo párrafo se considera inconstitucional porque se excluyen determinados delitos, 

cuando este artículo incide en la culpabilidad del sujeto, esto es sus condiciones personales. 

Dicho esto, es de suma importancia resaltar que el control difuso, corresponde a los jueces 

ordinarios. Es decir, los jueces penales “se encuentran habilitados para inaplicar el segundo 

párrafo del artículo 22° si es que consideraran que se presenta discriminación o desigualdad 

de trato sin fundamentación objetiva suficiente” (Acuerdo Plenario N° 4-2008/CJ-116, 2008) 

Finalmente, se observa en la sentencia de primera instancia que el Juzgado Penal 

Colegiado se ha amparado en los fundamentos 10 y 11 del Acuerdo Plenario mencionado, 

para aplicar el artículo 22° y, consecuentemente, inaplicar su segundo párrafo. Lo propio hizo 

la Sala Penal de Apelaciones, toda vez que el abogado defensor de Elvis Sánchez Chero, en su 

recurso impugnatorio, hizo hincapié en la edad del sujeto y que por tanto corresponde la 

reducción de la pena, resaltándose en la sentencia de vista que en primera instancia sí se 

aplicó debidamente el artículo 22° y consecuentemente, se redujo la pena. De lo que se 

concluye que la responsabilidad restringida por la edad y, la inaplicación de su segundo 

párrafo, era perfectamente ajustable al caso en concreto. 

3.4. ¿Se ha realizado una correcta determinación judicial de la pena y 

reparación civil? 

Lo primero a establecer en este acápite es la definición de determinación judicial de la 

pena: 

Con la expresión determinación judicial de la pena se alude a un 

procedimiento técnico y valorativo que aplica el operador 
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jurisdiccional, para identificar de modo cualitativo, cuantitativo y 

en ocasiones ejecutivo la sanción penal que se debe imponer en el 

caso sub judice. Esto es, a través de ella se procede a evaluar y 

decidir sobre el tipo, la extensión y el modo de ejecución de la 

pena que resulte aplicable al caso. (Prado Saldarriaga, 2016) 

A partir de ahí, que el juzgador debe realizar un análisis en cada caso en particular y poder 

determinar la pena que corresponda, conforme a los límites previamente establecidos (mínimo 

y máximo legal) y respetando los principios de legalidad, lesividad, culpabilidad y 

proporcionalidad. Asimismo, el artículo 45° del Código Penal señala cuáles son los 

presupuestos que debe tener en consideración el juez al momento de fundamentar y 

determinar la pena, los que no son motivos para aumentar o disminuir la misma, asimismo, se 

tendrá que individualizar la pena y, a partir de ahí, se aplicará de ser el caso las circunstancias 

descritas en el artículo 46° y siguientes. 

Sin embargo, se observa que el colegiado motivó correctamente la sentencia imponiendo 

25 años, mencionando la gravedad del delito y la reducción de la pena por razón de la edad, es 

decir, el artículo 22° expuesto anteriormente, así como también las circunstancias del artículo 

46°, 46°-B y 46°-C, Acuerdo Plenario 4-2008 y el principio de proporcionalidad estipulado en 

el Título Preliminar del Código Penal. Mientras que, la sentencia de vista revoca el extremo 

de la condena y la reforma en 20 años, atendiendo las mismas circunstancias, mas no señaló el 

argumento por el cuál redujo en cinco años la condena, lo que permite inferir que al haber 

expuesto, básicamente, los mismos fundamentos lo lógico habría sido una confirmación de 

sentencia en todos sus extremos. 
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De otro lado, la reparación civil está también establecida en nuestro ordenamiento, toda 

vez que la comisión de un delito acarrea la responsabilidad de reparar el daño causado. 

Fernando Velásquez, señala: 

 
El hecho punible origina no solo consecuencias de orden penal 

sino también civil, por lo cual -en principio- toda persona que 

realice una conducta típica, antijurídica y culpable, trátese de 

imputable o inimputable, debe restituir las cosas al estado en que 

se encontraban en el momento anterior a la comisión del ilícito, 

cuando ello fuera posible, y resarcir los daños o perjuicios 

ocasionados al perjudicado; nace de esta manera la responsabilidad 

civil derivado del hecho punible.” (Velasquez Velasquez, 1997) 

Por su parte Albin Esen señala: 

 
Previamente se ha tratado en forma exclusiva la participación del 

ofendido en, y para, el ejercicio de la persecución penal. Este, sin 

embargo, no es con frecuencia el interés real de la víctima del 

delito: lo que ella quiere, más bien, es una reparación por las 

lesiones o los daños causados por el delito. (Eser, 1992) 

Ahora bien, el artículo 93° del Código Penal establece: “La reparación comprende: 1. La 

restitución del bien o, si no es posible, el pago de su valor; y 2. La indemnización de los daños 

y perjuicios.” (Código Penal), siendo de aplicación supletoria lo que establece el Código 

Civil. En ese sentido, se tiene que el Colegiado ha señalado que se tuvo en cuenta la lesión a 

la indemnidad sexual de la menor agraviada, así como la necesidad de recibir apoyo 
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psicológico y las condiciones del imputado, estableciendo un monto de S/5,000.00 soles por 

concepto de Reparación Civil. Sin embargo, no se detallan cuáles serían estas circunstancias 

por las que se establece tal monto. Si bien en los delitos sexuales fijar un monto con una base 

puramente objetiva es difícil por cuanto los daños generados en su mayoría están relacionados 

a una afectación psicológica, ello en ninguna circunstancia quiere decir que la reparación civil 

deba ser delimitada sin un criterio adecuado. 
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IV. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES 

EMITIDAS Y LOS PROBLEMAS JURÍDICOS IDENTIFICADOS 
 

 
 
 

Se ha llevado el proceso penal de forma óptima en cuanto a lo actuado realizándose 

conforme a los parámetros establecidos por las normativas correspondientes, no obstante cabe 

resaltar que en la sentencia de primera instancia, a pesar de que los argumentos expuestos han 

sido debidamente motivados porque, en efecto, se han amparado en los requisitos legales 

pertinentes, debo manifestar que se pudo desarrollar con mayor amplitud y precisión, 

justamente, y como el propio Juzgado Penal Colegiado lo menciona, por la gravedad y 

trascendencia social del delito a fin de no dejar ninguna duda sobre su resolución; por otro 

lado, la Sala Penal de Apelaciones, revoca el extremo de la pena y lo reforma de 25 a 20 años, 

sin otro argumento más que la ampliación de la exposición de la sentencia primigenia; es 

decir, si bien ha desarrollado con mayor detalle sus fundamentos, estos no aportan nada 

nuevo, por lo que no se entiende cuál es la razón que motiva la reducción en cinco años de la 

pena. 

Creo asimismo que si bien se han actuado pruebas idóneas las que sirven de apoyo a la 

declaración de la menor, lo cual ha llevado a esgrimir una sentencia condenatoria, estas han 

sido orientadas fundamentalmente a la comisión del delito, mas no al responsable del hecho. 

Es decir, no hay duda de que el ilícito penal existe, esto en virtud de la edad de la agraviada, 

puesto que como ya se ha mencionado el consentimiento o no de la misma no es relevante por 

cuanto se protege su indemnidad sexual y ello queda corroborado con el Certificado Médico 

Legal en el cual se concluye desfloración antigua. Sin embargo, esto no es todo lo que puede 

obtenerse de este elemento. En principio, es de recordarse que en medicina legal se ha 
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establecido que la desfloración será reciente cuando la relación sexual ha sido dentro de los 

últimos siete a 10 días, mientras que la antigua es superado ese tiempo, en ese sentido, en el 

CML se observa que la menor refiere que su primera relación sexual fue a los 11 años y la 

última el 15 de octubre del 2011, casi dos meses antes del hecho denunciado, por lo que la 

conclusión de desfloración antigua podría ser producto tanto de la violación que denuncia (12 

de diciembre del 2011) como de las anteriores relaciones sexuales que refiere haber 

mantenido, lo cual -por la razón ya mencionada- no hace que desaparezca el delito, pero 

tampoco permite establecer de manera fehaciente quién cometió tal hecho. Más aún, cuando 

se señala que la menor no presenta lesiones paragenitales ni extragenitales, lo que es 

concordante a que no medió violencia, pero sí se menciona esfínter anal con hipotonía 

moderada y borramiento parcial de pliegues radiados, conceptos que solo pueden ser 

establecidos dentro de determinados parámetros y circunstancias, mas no brinda exactitud 

temporal y el mismo perito manifiesta que no puede precisar que los signos encontrados 

puedan corresponder a cuando la menor tenía 11 años (primera relación sexual). Coligiéndose 

de su declaración que, no necesariamente, estos signos correspondan al supuesto hecho de 

violación. 

Si bien la sola existencia del certificado médico legal no podría desvirtuar la denuncia, 

tampoco puede acreditar la autoría del imputado, para ello se necesitan otro elementos; al 

respecto, se tiene como prueba principal la declaración de la menor que, pese que considero 

que tiene validez probatoria dado que cumple con los requisitos del Acuerdo Plenario N° 2- 

2005, esto es que no existen sentimientos negativos entre víctima y agente, existen otros 

elementos periféricos que, a entender del Juzgado y la Sala Penal acreditan la responsabilidad 

del imputado, así como también hay verosimilitud en su relato en cuanto a los hechos; es de 
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verse, como mencioné anteriormente que las pruebas actuadas no me permiten establecer 

certeza sobre la responsabilidad del imputado. Aunque existe un reconocimiento fotográfico 

en el que se continúa sindicando a Sánchez Chero, hay que tener en cuenta que ambos se 

conocían desde hace varios meses atrás y se veían continuamente, debido a que él pagaba 

pensión de la mamá de la agraviada para obtener desayuno, almuerzo y cena; y, dado que - 

desde un principio- se le señaló como autor, es de esperarse que, al ver la fotografía, lo 

reconozca como su agresor. Es decir, esta prueba podría ser de mayor relevancia si, por 

ejemplo, no se conocieran o la única vez que se hubieran visto hubiera sido el día de los 

hechos, en ese caso la sindicación podría tornarse más reveladora porque pese a ello, es capaz 

de reconocerlo, en cambio en este caso, es lo que se espera. Esto, no quiere decir que no se 

deba tomar en cuenta para los efectos de una sentencia; sin embargo, no encuentro otro 

elemento adicional que incida en la responsabilidad del imputado. De la misma forma, el acta 

de transcripción fiscal no aporta nada más allá de la descripción del lugar, la cual es conocida 

a la perfección por la menor, no obteniendo información destacada de ella; y, lo propio ocurre 

con el DNI de la menor, puesto que lo que demuestra es su edad y su condición de menor y 

agraviada. 

Con relación a la testimonial de la madre, Julia Mercedes Flores León, llevada a cabo en 

juicio oral, observo que no existe claridad en sus declaraciones, por cuanto refiere que tomó 

conocimiento debido a una llamada que el imputado habría realizado y que fue atendida por 

su hija mayor, razón por la que acudió al lugar de citación y al encontrarlo lo llevó a la 

comisaría y recién después de ello, vuelve a su casa y le pregunta a su hija lo sucedido “me 

contó que abusó de ella, yo le dije por qué no me avisaste y se puso a llorar y le pegué, mi 
 

otra hija me dijo no le pegues y recién ahí confesó todo”, no quedando claro cómo fue que le 
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confesó el hecho, si antes o después de golpearla, ni por qué reaccionó negativamente frente a 

la llamada del imputado, situaciones que no fueron aclaradas por ninguna de las partes. 

Asimismo, refiere que después del 25 de diciembre Sánchez Chero no volvió a trabajar 

porque dieron aviso de lo sucedido al dueño y luego, ella misma señala que después del 12 de 

diciembre lo trasladaron a otra granja, existiendo contradicción en su dicho, más aún que 

Sánchez Chero refirió que fue trasladado a otra avícola el 14 de diciembre del 2011, no 

habiendo veracidad plena sobre dicha fecha. En suma, lo vertido por la madre, me genera más 

dudas que certezas. 

Ahora, con respecto a la ratificación de la perito Josefina Ayala Pretell y el Protocolo de 

Pericia Psicológica N° 004774-2011-PSC practicado a la menor, la misma perito refiere que 

la menor se rehusaba a hablar con ella del hecho, pero que al preguntársele si tenía 

enamorado, responde que no porque no la dejaban salir y muestra gestos de temor y cólera, 

cabe preguntarse entonces ¿hacia quién es el temor y la cólera?, por otro lado, señala que la 

menor tiene conflicto que genera inestabilidad, mas no se especifica cuál sería ese conflicto si 

un tema familiar o producto del supuesto hecho y señala que cuando hay eventos negativos en 

menor de edad no hay reacción de cólera, por lo que no queda claro si la agraviada presenta o 

no sentimientos de cólera. 

Por lo expuesto, considero que a pesar de que para el colegiado ello fue suficiente para 

emitir sentencia, desde mi óptica todas las pruebas si bien son coherentes, válidas y fueron 

debidamente motivadas, no terminan de establecer la relación del imputado con el hecho 

cometido, por lo que no se le podría atribuir responsabilidad penal al imputado. No obstante, 

sí es prudente el pronunciamiento emitido por la Suprema por cuanto, el abogado defensor, no 

cumplió con los requisitos de procedibilidad en su recurso impugnatorio. 
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Finalmente, con relación al tercer problema analizado, sí se ha aplicado correctamente la 

responsabilidad restringida y, como ya se ha mencionado, el juez podrá reducir la pena por 

razón etaria y, en esa misma línea, es facultad de este inaplicar el segundo párrafo. Al 

respecto, se ha podido determinar en diversos pronunciamientos que la razón de ser del 

artículo mencionado se basa en las condiciones del sujeto, por lo que pretender restringir su 

aplicación dependiendo el delito cometido sí es inconstitucional, dado que tal artículo no está 

orientado en la antijuricidad, sino a la culpabilidad. 

En suma, considero que se pudieron actuar otras diligencias tendientes al esclarecimiento 

de los hechos que podrían haber desvirtuado la imputación formulada; dado que las pruebas 

esgrimidas no serían suficientes para acreditar la responsabilidad del imputado y como 

manifiesta García Cavero, la “sentencia condenatoria requiere de una valoración de suficiente 

prueba de cargo que, desde una sana crítica racional, lleve al juzgador al convencimiento de la 

existencia del hecho que funda la decisión de condena” (García Cavero, 2010) y, en el caso en 

concreto, las mismas no me crean convicción con relación a la participación del imputado. 



35 | P á g i n a   

 
V. CONCLUSIONES 

 
 
 

• Al tratarse de un caso de violación sexual de menor de edad, en el cual lo que se 

protege es la indemnidad sexual de la víctima, el Certificado Médico Legal, 

atendiendo que la agraviada contaba con 13 años, resulta prueba plena para los 

efectos del caso; coligiéndose que el ilícito fue cometido. 

• Se ha procedido correctamente al reducir la pena por razón de la edad y 

desatendiendo el segundo párrafo del artículo 22° porque, de lo contrario, se estaría 

cayendo en un trato diferenciado, cuando este artículo está orientado a las 

condiciones personales del agente, esto es -para el caso que nos atañe- no gozar de 

una capacidad plena. 

• La Sala Penal de Apelaciones al fundamentar su sentencia de vista ha empleado, 

aunque con mayor amplitud, los mismos argumentos que el Juzgado Penal 

Colegiado y, bajo esa premisa, se debió confirmar la sentencia en todos sus 

extremos. 

• Si bien se han valorado debidamente las pruebas a efectos de condenar al imputado, 

las mismas, son fundamentalmente orientadas a corroborar la existencia del delito, 

pero no permiten atribuir el hecho materia de estudio al imputado. 

• La Corte Suprema de Huaura resuelve acertadamente la improcedencia del recurso 

de casación interpuesto, por cuanto carecía de argumentación y no cumplía con los 

requisitos que exige el artículo 427.4 del Código Procesal Penal. 
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VI. ANEXOS 
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6.2. Principales pruebas actuadas 
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6.2.3. Perito Josefina Ayala Pretell 
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6.2.4. DNI de la menor agraviada 
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6.2.5. Certificado Médico Legal 
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6.2.6. Acta de Reconocimiento Fotográfico 
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6.2.7. Protocolo de Pericia Psicológica Iniciales SILF 
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6.2.8. Protocolo de Pericia Psicológica Elvis Sánchez Chero 
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6.2.9. Acta de Inspección Fiscal 
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6.3. Acusación 
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6.3 Índice de Registro de prueba anticipada 
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6.4 Índice del registro de audiencia de control de acusación 
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6.5 Auto de enjuiciamiento 
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6.6 Índice de audiencia de instalación de juicio oral 
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6.6.2 Segunda sesión 
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6.6.3 Tercera sesión 
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6.6.4 Cuarta sesión 
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6.7 Sentencia 
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6.8 Sentencia de vista 
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